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RESUMEN 

Las últimas décadas han presenciado la deriva punitiva que ha experimentado la justicia 
de menores. Paradójicamente, este desplazamiento no ha obedecido a un aumento de la 
delincuencia juvenil, sino que ha sido justificado, en gran medida, recurriendo a las 
demandas sociales. La repercusión que ha alcanzado la opinión pública en la reciente 
política criminal la ha convertido en una de las principales líneas de investigación de la 
criminología actual. Por ello, el presente trabajo tiene como objeto sistematizar y 
discutir las evidencias científicas nacionales e internacionales, identificando las 
limitaciones y retos que enfrenta este ámbito de estudio. En un primer momento, se 
describen los elementos característicos de las actitudes y se analizan sus principales 
factores explicativos. Posteriormente se revisan los abordajes metodológicos utilizados, 
examinando sus posibilidades e inconvenientes más importantes. Finalmente, se valoran 
las implicaciones teóricas y metodológicas que se desprenden del trabajo, aportando 
elementos significativos para su desarrollo futuro.  
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Universidad Castilla-La Mancha. Edificio Benjamín Palencia. Campus Universitario, s/n. 02071 Albacete 
(España). Eva.Aizpurua@uclm.es 
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ABSTRACT 

In recent decades there has been a punitive turn in the area of juvenile justice. 
Paradoxically, this shift has not come about as a result of an increase in juvenile crime, 
but rather has been justified, to a large extent, by citing public opinion. The impact of 
social demands on criminal policy has led to it becoming one of the main lines of 
research in criminology today. This paper seeks to systematize and discuss national and 
international scientific evidence in order to identify the constraints and challenges 
facing this field of study. Firstly, the characteristic features of attitudes towards juvenile 
criminality are described and the explanatory factors are analyzed. Subsequently, the 
article reviews the methodological approaches which have been used to measure public 
opinion, examining their most significant strengths and failings. Finally, it evaluates the 
theoretical and methodological implications of this paper, providing insights for the 
future development of this area of research. 
 

Keywords. Juvenile delinquency, juvenile justice, public opinion, punitivism, research 
techniques. 
 

1. Introducción 

 

La investigación referida a los aspectos delincuenciales focalizó su atención, en un 

primer momento, en los infractores y, posteriormente, en los agentes de control social. 

Sólo recientemente ha dirigido su análisis a la ciudadanía, a las respuestas que ésta 

reclama ante las transgresiones legales y a su repercusión en las decisiones político-

criminales. Ciertamente, no fue hasta la década de 1990 cuando se generalizaron los 

estudios tendentes a conocer las percepciones y actitudes de la población hacia las 

infracciones cometidas por menores. No obstante, las transformaciones en las respuestas 

adoptadas frente al delito juvenil -que se han materializado en una intensa actividad de 

reforma (Allen, 2002; Bishop, 2006; McAuley y McDonald, 2007; Rechea, Fernández y 

Benítez, 2004)-, unidas al cambio que se ha producido en el lugar que ocupa la 

delincuencia en nuestra cotidianeidad e imaginario colectivo (Garland, 2001), han 

convertido esta materia en uno de los principales ámbitos de estudio de la criminología 

actual (Roberts, 2005; Varona, 2008). 
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Concretamente, puede afirmarse que el auge de este campo teórico ha obedecido 

a dos motivos fundamentales. El primero de ellos es la resonancia que ha alcanzado la 

opinión pública en las decisiones político-criminales (Jan, Ball y Walsh, 2008; Roberts 

y Hastings, 2007). Un hecho que ha encontrado reflejo, en nuestro contexto más 

inmediato, en las sucesivas reformas que ha experimentado la Ley Orgánica 5/2000, 

reguladora de la responsabilidad penal de los menores (en adelante, LO 5/2000), donde 

la mayoría de las iniciativas no han respondido a una ruptura en la evolución de la 

criminalidad juvenil, sino que se han practicado con la pretensión de satisfacer las 

demandas sociales y responder al modo en que la ciudadanía reacciona ante los delitos 

cometidos por menores. Así lo demuestra la Exposición de Motivos de la Ley Orgánica 

8/2006, modificadora de la LO 5/2000, cuando puntualiza que “no han aumentado 

significativamente los delitos de carácter violento, aunque los realmente acontecidos 

han tenido un fuerte impacto social”, e inmediatamente después, articula una reforma 

que se tradujo en una mayor severidad de las consecuencias jurídicas previstas para los 

menores infractores, privilegiando la preocupación social por la delincuencia violenta 

en detrimento de su realidad estadística (Guanarteme, 2009). 

En segundo lugar, cabe recalcar que el estudio de la opinión pública constituye 

una tarea natural en el marco de una sociedad democrática. En este sentido, la 

confluencia de las demandas sociales con los principios que rigen el sistema penal es el 

fundamento indispensable para garantizar su legitimidad y correcto funcionamiento 

(Hohl, Stanko y Newburn, 2013; Roberts, 2004). Ello es así porque las teorías 

desarrolladas durante las últimas décadas, particularmente las formuladas por Tyler 

(2003), han revelado cómo el cumplimiento de las normas viene determinado por su 

aceptación social. De modo que cuando la población percibe a los tribunales como 

organismos legítimos, tiende a obedecer, en mayor medida, los preceptos que emanan 

de ellos y a cooperar con la justicia, en tareas como denunciar  los delitos y colaborar en 

calidad de testigos. 

A diferencia de otros países occidentales en los que esta línea de investigación se 

encuentra firmemente arraigada, en España el análisis de las actitudes punitivas 

constituye una esfera incipiente y poco explorada. Si bien se han incrementado 

notablemente los estudios de opinión pública hacia la delincuencia adulta y sus 

instituciones de control (García, 2013; Marteache, 2012; Marteache, Martínez y Pérez, 
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2010; Serrano, 2011; Varona, 2008, 2013), son escasos los trabajos que han evaluado 

las actitudes hacia el delito juvenil. Desde que Fernández y Tarancón realizasen la 

primera aproximación empírica en 2010, se han publicado tres investigaciones, que 

comprenden la efectuada por García, Martín, Torbay y Rodríguez (2010) referida al 

conocimiento y la valoración ciudadana de la LO 5/2000, el cuasi-experimento 

conducido por Aizpurúa y Fernández (2011) que examina el efecto de la información en 

las preferencias hacia el castigo juvenil y el reciente trabajo de Fernández (2013), en el 

que se analizan las exigencias punitivistas de la sociedad española en el ámbito de la 

justicia de menores.  

El restringido desarrollo de este cuerpo teórico intensifica la necesidad de 

incrementar las investigaciones en la materia. La evidencia acumulada ha mostrado 

cómo la edad desempeña un rol fundamental en la explicación del punitivismo, 

revelando cómo la población reclama respuestas más rigoristas cuando los infractores 

son adultos (Piquero, Cullen, Unnever, Piquero y Gordon, 2010; Roberts, 2004; Tufts y 

Roberts, 2002). Dado el potencial de la edad para modular las preferencias ciudadanas, 

resulta esencial profundizar en el conocimiento de las actitudes hacia el castigo juvenil. 

Con la finalidad de contribuir a ello, este artículo responde al doble propósito de 

sistematizar los principales hallazgos científicos y aportar elementos significativos para 

su desarrollo teórico y metodológico. Su interés radica en dos circunstancias 

fundamentales que comprenden la abundancia y la dispersión de la producción 

científica. Si bien existen algunas revisiones teóricas publicadas en lengua inglesa (entre 

las cuales cabe destacar las elaborados por Halsey y White, 2008 y por Roberts, 2004), 

no ocurre lo mismo en nuestro contexto, siendo ésta la razón de ser y principal 

aportación de este trabajo. A través de él se procurará establecer una base preliminar 

que ofrezca una perspectiva global del estado de la cuestión e identifique aquellas áreas 

de incertidumbre que precisan de un mayor conocimiento.   
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2. Rasgos distintivos de la opinión pública hacia el castigo de los menores 

infractores y el sistema de justicia juvenil 

 

Pese a las variaciones contextuales y metodológicas2, las investigaciones desarrolladas 

durante las últimas décadas han identificado ciertos rasgos característicos de las 

actitudes hacia la delincuencia juvenil y las sanciones aplicables a los menores 

infractores. 

En primer lugar, coincidiendo con los hallazgos obtenidos en relación con la 

delincuencia adulta (Hough y Roberts, 1998; Varona, 2008), se ha encontrado un 

conocimiento distorsionado de las infracciones juveniles. Así, los estudios han revelado 

que la población alberga una percepción magnificada de la conducta delictiva de los 

jóvenes, tanto en términos cuantitativos –atendiendo a su frecuencia y alcance-, como 

en términos cualitativos -considerando su gravedad- (Haines y Case, 2007; Halsey y 

White, 2008). De este modo, se ha comprobado la tendencia a sobrestimar la proporción 

de delitos cometidos por menores (Haines, 2007; Hough y Roberts, 2004), considerando 

que éstos se encuentran en constante aumento (Hamilton y Harvey, 2005; Jones y 

Weatherburn, 2011), así como la predisposición a equiparar la criminalidad juvenil con 

los constructos de violencia y reincidencia (Gelb, 2006, 2008; Halsey y White, 2008). 

Tales resultados han sido una constante en las aproximaciones internacionales, 

permaneciendo invariables a pesar de la evolución de las tasas delictivas (Hamilton y 

Harvey, 2005; Hough y Roberts, 2004). Coexistiendo con ello, se ha encontrado una 

profunda insatisfacción con la justicia juvenil, que se ha traducido en la tendencia a 

calificar de indulgentes las medidas impuestas por los tribunales (Barber y Doob, 2004; 

Mears, Hay, Gertz y Mancini, 2007; Scott, Repucci, Antonishak y DeGennaro, 2006; 

Sprott, 1996; Varma, 2006). Al igual que ocurriera con las infracciones juveniles, la 

noción de benevolencia en el tratamiento de los menores se ha mantenido estable pese a 

la multiplicidad de reformas que han ido endureciendo la respuesta penal (Covell y 

Howe, 1996). No obstante, cabe advertir, como así lo han hecho diversos autores (entre 

ellos, Gelb, 2008; Hough y Roberts, 2004; Tufts y Roberts, 2002), que la ciudadanía 

recurre al imaginario de infractores violentos y reincidentes cuando critica la 

                                                
2 Que comprenden, entre otros aspectos, la desigualdad de los tamaños muestrales y análisis estadísticos 
practicados, la diversidad de técnicas de recogida de datos utilizadas, así como la desigual 
operacionalización de las variables empleadas en unas y otras aproximaciones. 
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condescendencia del sistema de justicia juvenil. En esta misma línea, uno de los 

hallazgos más sólidos que se desprenden de la literatura comparada es la desigual 

confianza depositada en los distintos organismos que integran el entramado penal, 

siendo los juzgados de menores las instituciones peor valoradas del conjunto (Allan, 

Edwards, Patterson y Smith, 2006; Tufts, 2002).  

Estos resultados han sido justificados aludiendo a tres factores, que comprenden 

el limitado conocimiento público de las tendenciales delictivas y el funcionamiento de 

la justicia juvenil (Chapman, Mirrlees-Black y Brawn, 2002; Haines, 2007; Hough y 

Roberts, 2004), la retórica política y la consiguiente instrumentalización del derecho 

penal a través de lo que se ha dado en llamar “populismo punitivo” (Bottoms, 1995), así 

como el potencial que poseen los medios de comunicación en la construcción del 

fenómeno, ofreciendo, a menudo, una representación deformada y fragmentaria del 

mismo (Estrada, 2001; Faucher, 2009). 

Sin embargo, coincidiendo con estas evidencias, que pudieran ser indicativas de 

una población punitiva, existe un consistente grupo de hallazgos que refuerza el carácter 

ambivalente y polifacético de la opinión pública (Baron y Hartnagel, 1996; Haines y 

Case, 2007; Sprott, 1996). Las distintas aproximaciones han mostrado un pronunciado 

apoyo hacia las penas alternativas al internamiento (Gelb, 2006, 2008; Piquero y otros, 

2010) y hacia la rehabilitación como objetivo nuclear de la justicia juvenil (Applegate, 

Davis y Cullen, 2009; Mears, 2001; Moon, Sundt, Cullen y Wright, 2000). Igualmente, 

se ha verificado que la población avala el tratamiento diferenciado de los menores 

(Piquero y otros, 2010; Scott y otros, 2006; Varma, 2006), respaldando el 

mantenimiento de un sistema penal propio, frente a un modelo basado, exclusivamente, 

en la proporcionalidad de la pena (Haines y Case, 2007; Mears y otros, 2007; Piquero y 

otros, 2010). Todo ello amparado por la premisa de que los jóvenes presentan mayor 

maleabilidad y receptividad a la rehabilitación que sus homólogos adultos (Moon y 

otros, 2000; Piquero y otros, 2010). No obstante, es destacable que estas posiciones se 

encuentran supeditadas a la naturaleza del delito (Tufts, 2002), como indica un cuerpo 

creciente de estudios que ha revelado que las conductas violentas y aquellas de especial 

gravedad establecen una clara ruptura entre las actitudes punitivas y no punitivas de la 

ciudadanía (Hamilton y Harvey, 2005, Jan y otros, 2008; Mays y Rudell, 2012; 

Steinberg y Piquero, 2010).  
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En consonancia con Mascini y Houtman (2006) no existe una correspondencia 

entre el apoyo hacia la rehabilitación y la defensa del castigo, de modo tal que la 

población respalda objetivos y estrategias múltiples de forma simultánea y no 

excluyente, superando la dicotomía educación-castigo instaurada en la esfera académica 

(Aizpurúa y Fernández, 2011; Fernández y Tarancón, 2010). 

Tal y como revela este conjunto de resultados, la inconsistencia preside, en gran 

medida, las relaciones existentes entre la delincuencia, la opinión ciudadana y la política 

criminal (Green, 2006). Por ello, cobra especial relevancia el término “comedia de 

errores” acuñado por Allen (2002) en referencia a la situación imperante, donde las 

políticas impulsadas no se fundamentan en una comprensión rigurosa de la opinión 

pública, al tiempo que la opinión pública no se asienta en un conocimiento preciso de la 

teoría y la práctica subyacentes. 

 

3. Los factores explicativos de la opinión pública hacia la el castigo de los 

menores infractores y el sistema de justicia juvenil 

 

En paralelo a la proliferación de estudios orientados a identificar los rasgos distintivos 

de la opinión pública en esta materia, comenzó a gestarse una línea de investigación 

que, trascendiendo el plano descriptivo, exploraba sus factores explicativos. Todo ello 

basado en la convicción de que la comprensión integral de las actitudes exigía el 

conocimiento de sus elementos constitutivos (Roberts y Indermaur, 2007). Así, las 

investigaciones desplegadas en la esfera internacional condujeron al establecimiento de 

cinco ejes principales vinculados con las actitudes punitivas, distinguiendo entre 

aquellas variables sociodemográficas, atribucionales, cognitivas, instrumentales y 

finalmente, expresivas, que poseían el potencial de modular los posicionamientos hacia 

el delito juvenil. 
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Figura 1. Factores explicativos de las actitudes hacia el castigo 

 
 

Fuente: Elaboración propia a partir de Gelb (2008) y Roberts y Indermaur (2007). 

 

a. Variables demográficas y personales 

 

Las primeras aproximaciones examinaron los predictores demográficos de la opinión 

pública, analizando factores como la edad, el sexo, el origen étnico o el nivel formativo 

de los encuestados (Roberts y Indermaur, 2007). 

El hallazgo más sólido que se desprende de ellas es la existencia de una 

correlación inversa entre el nivel de estudios y las actitudes punitivas (Baron y 

Hartnagel, 1996; Gelb, 2006; King y Maruna, 2010; Mahew y Van Kesteren, 2002; 

Mears, 2001; Piquero y otros, 2010; Tufts, 2002; Wu, 2000), siendo la educación el 

predictor demográfico más significativo de la opinión pública en esta materia (Gelb, 

2011; Maruna y King, 2004; Payne, Gainey, Triplett y Danner, 2004; Roberts y 

Indermaur, 2007; Spiranovic y otros, 2012). 

Resultados heterogéneos se han cosechado con relación a la edad. Mientras que 

algunos estudios han encontrado que el sentimiento punitivo se intensifica entre los 

sujetos más mayores (Baron y Hartnagel, 1996; Haines y Case, 2007; Jan y otros, 2008; 

Payne y otros, 2004; Wood y Vicki, 2004; Wu, 2000), otros han certificado o bien lo 

opuesto (Applegate y Davis, 2006; Covell y Howe, 1996; Haines, 2007; Piquero y otros, 

2010), o bien la existencia de una relación curvilínea entre ambos extremos (Mears, 
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2001; Schwartz, Guo y Kerbs, 1993). No obstante, a pesar de que los hallazgos son 

contradictorios y no permiten el establecimiento de conclusiones categóricas, el peso de 

la evidencia tiende a apoyar que el incremento de la edad se vincula con 

posicionamientos de carácter retributivo. 

En lo que respecta al sexo, salvo limitadas excepciones (Guetti y Redlich, 2001; 

Payne y otros, 2004; Tufts, 2002) la investigación ha revelado la mayor tendencia de los 

hombres a mantener posicionamientos punitivos (Baron y Hartnagel, 1996; Haines, 

2007; Mahew y Van Kesteren, 2002; Mears, 2001; Mears y otros, 2007; Perelman y 

Clements, 2009; Roberts y Indermaur, 2007; Schwartz y otros, 1993; Sprott, 1999; Wu, 

2000), así como su menor tendencia a apoyar tesis rehabilitadoras (Piquero y otros, 

2010). Estos contrastes han sido explicados aludiendo a la socialización diferencial de 

género y, en concreto, a las diferencias que presentan mujeres y hombres en el 

constructo de empatía (Jan y otros, 2008; Sharp, McGhee y Hope, 2007; Wood y Vicki, 

2004). 

Además de los rasgos demográficos, los expertos han explorado la influencia de 

los factores personales sobre las actitudes hacia el castigo, observando el impacto de 

variables como la orientación política y la adscripción religiosa de los participantes. En 

este sentido, la literatura ha revelado que la ideología conservadora correlaciona, de 

forma positiva y significativa, con la defensa de postulados retributivos (Applegate y 

Davis, 2006; Baron y Hartnagel, 1996; Hartnagel y Templeton, 2012; King y Maruna, 

2010; Mears y otros, 2007; Roberts y Indermaur, 2007; Scott y otros, 2006; Steinberg y 

Piquero, 2010; Wu, 2000). Estos hallazgos han sido explicados aludiendo a la 

vinculación de la tendencia política con los estilos atribucionales, habiéndose 

encontrado que quienes albergan una ideología conservadora presentan, en mayor 

medida, estilos de atribución clásicos (Carmichael y Burgos, 2012; Cochran, Boots y 

Heide, 2003; Grasmick y McGill, 1994), cuya vinculación con la punitividad ha sido 

ampliamente verificada (Gelb, 2008; Maruna y King, 2004; Perelman y Clements, 

2009). 

En lo que a creencias religiosas se refiere, los resultados han sido dispares, 

cabiendo distinguir entre quienes se adhieren una práctica fundamentalista y quienes 

defienden una lectura flexible de la doctrina (Evans y Adams, 2003; Roberts y 

Indermaur, 2007). Sin embargo, la mayoría de investigaciones han hallado que las 
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creencias religiosas actúan como catalizadores de las actitudes punitivas (Aizpurúa y 

Fernández, 2011; Wu, 2000). Al igual que ocurriera con la orientación política, la 

relación entre ambos extremos estaría mediada por el estilo atribucional (Grasmick y 

McGill, 1994). 

En todo caso, los datos analizados muestran la naturaleza compleja y a menudo 

contradictoria de las vinculaciones existentes entre las variables demográficas y 

personales y la opinión pública hacia el castigo juvenil, cuya capacidad explicativa ha 

sido limitada, teniendo en cuenta los resultados obtenidos. En consonancia con ellos, las 

primeras tendrían el potencial de explicar entre un 7% y un 15% de la varianza en las 

actitudes (Gelb, 2011; King y Maruna, 2010; Maruna y King, 2004; Payne y otros, 

2004; Roberts y Indermaur, 2007; Spiranovic y otros, 2012), mientras que las segundas 

esclarecerían en torno al 10% de esta varianza (King y Maruna, 2010; Roberts y 

Indermaur, 2007), comportando, en uno y otro caso, tamaños de efecto pequeños en las 

investigaciones de esta índole (Cohen, 1998). 

 

b. Variables atribucionales 

 

Tal y como ha revelado la literatura, las percepciones se encuentran mediadas, también, 

por los procesos de atribución individuales. Siguiendo a Heider (1958, citado en 

Vaughman, 2010), las creencias atribucionales pueden estructurarse en dos grandes 

categorías. Las clásicas o disposicionales, según las cuales la delincuencia es 

interpretada como el producto de una opción individual, y las situacionales, que 

conciben el delito como el resultado de una variedad de circunstancias estructurales. En 

este sentido, la evidencia ha demostrado la conexión de las actitudes punitivas con los 

ideales clásicos (Evans y Adams, 2003; Gelb, 2008; Hartnagel y Templeton, 2012; 

Maruna y King, 2004; Perelman y Clements, 2009). Y ello es así porque quienes apoyan 

los principios disposicionales entendiendo el delito como una elección, tenderían a 

identificar a los infractores como responsables de sus acciones y, en consecuencia, 

merecedores de respuestas punitivas. En contraste, aquellas personas que poseen 

creencias situacionales, considerando que los factores sociales son el germen de las 

conductas delictivas, mostrarían una menor inclinación por las medidas retributivas 

(Baron y Hartnagel, 1996; Grasmick y McGill, 1994; Piquero y otros, 2010).  
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No obstante, como ocurriera con las variables sociodemográficas, los resultados 

muestran que los estilos atribucionales explican en torno al 10% de la varianza en las 

actitudes (Cochran y otros, 2003; Maruna y King, 2004), suponiendo predictores débiles 

de las mismas (Cohen, 1998). 

 

c. Variables cognitivas 

 

Si bien los factores anteriores no proporcionaron una explicación integral de los 

elementos que vertebran las actitudes, los factores cognitivos han contribuido a ofrecer 

una mejor comprensión de ellos. 

Así lo evidencia un cuerpo de estudios que ha explorado el impacto de la 

información sobre las opiniones y los juicios colectivos. Los resultados de estos trabajos 

han revelado cómo la opinión pública se encuentra condicionada por la calidad y la 

cantidad de información disponible. De este modo, se ha comprobado que la provisión 

de datos referidos al funcionamiento de la justicia penal y la prevalencia de la 

criminalidad no sólo redunda en un conocimiento más riguroso de ambos aspectos, sino 

que, al tiempo, determina las actitudes punitivas y la confianza depositada en el sistema, 

suscitando percepciones más positivas hacia el mismo (Aizpurúa y Fernández, 2011; 

Champan y otros, 2002; Hough y Park, 2002; Indermaur, Roberts, Spiranovic, 

MacKenzie y Gelb, 2012; Marteache y otros, 2010; Singer y Cooper, 2008; Quinton, 

2011). Sin embargo, cabe apuntar, como así lo han hecho diversos autores (entre ellos, 

Chapman y otros, 2002; Quinton, 2011), que si bien existe una vinculación entre 

conocimiento y opinión ciudadana, esta es una asociación indirecta mediada por 

diversas variables, siendo la información una condición necesaria, pero no suficiente 

para generar cambios actitudinales perdurables (Green, 2006, 2012; Indermaur y otros, 

2012). 

Al tiempo que progresaban estas aproximaciones, fue emergiendo un grupo de 

investigaciones que examinó el efecto de las circunstancias concernientes al delito sobre 

las actitudes. Un enfoque que descansaba en el reconocimiento de que los 

planteamientos previos habían privilegiado el análisis de las variables relativas a los 

participantes en detrimento de las condiciones específicas del hecho. Fue así como se 

halló que las posiciones punitivas se encontraban subordinadas a la naturaleza violenta 
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del delito (Applegate y Davis, 2006; Jan y otros, 2008; Piquero y Steinberg, 2010). En 

lo referido al infractor, se encontró que la defensa del castigo se asociaba con la mayor 

edad de los implicados (Applegate y Davis, 2006; Scott y otros, 2006; Spiranovic y 

otros, 2012; Steinberg y Piquero, 2010; Tufts, 2002; Tufts y Roberts, 2002), con su 

carácter reincidente (Applegate y Davis, 2006; Spiranovic y otros, 2012; Tufts, 2002; 

Tufts y Roberts, 2002) y su mayor grado de implicación en el delito (Garberg y 

Libkuman, 2009). Igualmente, recientes estudios han revelado cómo las actitudes hacia 

el castigo se encuentran vinculadas con las creencias hacia distintos aspectos del 

desarrollo adolescente. Concretamente, se ha observado que la presunción de la mayor 

impulsividad, vulnerabilidad a la presión de grupo y receptividad al tratamiento de los 

jóvenes previene los posicionamientos punitivos (Allen, Trzcinski y Kubiak, 2012; 

Trzcinski y Allen, 2012). 

Este conjunto de factores ha mostrado que las circunstancias vinculadas al hecho 

delictivo y al infractor constituyen predictores significativos de la opinión pública, cuya 

capacidad explicativa ha oscilado entre el 7,5% y el 30% de la varianza en las 

preferencias colectivas hacia el castigo juvenil (Spiranovic y otros, 2012; Steinberg y 

Piquero, 2010; Trzcinski y Allen, 2012). 

 

d. Variables instrumentales 

 

De conformidad con las tesis instrumentales, las actitudes punitivas encontrarían su 

origen en las percepciones y vivencias particulares, aflorando en aquellos casos en los 

que los sujetos identifican el delito como un riesgo posible para sí mismos y la 

comunidad de la que participan (Maruna y King, 2004; Tyler y Boeckman, 1997). Con 

objeto de verificar estos presupuestos, ha ido fraguándose un sólido cuerpo teórico, que 

bajo la denominación de “crime salience”, ha explorado el rol que desempeña la 

problematización del delito en la opinión pública. Para ello, ha examinado el impacto de 

la experiencia de victimación (componente experiencial) y el miedo al delito 

(componente afectivo) en los juicios colectivos. 

Con relación a la primera variable, a excepción de los limitados estudios que han 

encontrado una vinculación positiva entre victimación y punitivismo (Anderson, 

Bromley y Given, 2005; Haines, 2007; McAuley y McDonald, 2007), la literatura ha 
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probado la independencia de ambos factores (Baron y Hartnagel, 1996; Covell y Howe, 

1996; Gelb, 2006, 2008; Hartnagel y Templeton, 2012; Mahew y Van Kesteren, 2002; 

Payne y otros, 2004; Tufts y Roberts, 2002; Wood y Vicki, 2004). 

De igual modo, los resultados referidos al efecto que genera el miedo al delito en 

las actitudes se han caracterizado por su ambivalencia y variabilidad (Mahew y Van 

Kesteren, 2002), revelando que éste constituye un elemento consustancial al delito que, 

en cierta medida, es independiente de las tasas de criminalidad y victimación existentes 

(Garland, 2001). A pesar de ello, los hallazgos obtenidos han evidenciado que quienes 

se perciben a sí mismos como potenciales víctimas son más propensos a expresar 

postulados retributivos (Barber y Doob, 2004; Costelloe, Chiricos y Gertz, 2009; Gelb, 

2008; Hartnagel y Templeton, 2012; Mahew y Van Kesteren, 2002; Schwartz y otros, 

1993). En este sentido, es destacable el efecto indirecto que desempeñan los medios de 

comunicación sobre las actitudes punitivas a través de un doble mecanismo que 

comprende tanto la preocupación por la delincuencia como el miedo al delito (Gelb, 

2011; Goidel, Freeman y Procopio, 2006; Pfeiffer, Windzio y Kleimann, 2005). 

Aunque las variables instrumentales han mostrado su potencial para mediar la 

opinión pública, su capacidad explicativa ha sido muy limitada, clarificando entre el 

1,3% y el 4% de la varianza en las actitudes punitivas (Gelb, 2011; Maruna y King, 

2004; King y Maruna, 2010; Spiranovic y otros, 2012). 

 

e. Variables expresivas 

 

En paralelo al desarrollo de las tesis instrumentales y como complemento de ellas 

fueron gestándose las teorías expresivas, unificadoras de una variedad de enfoques que 

han relacionado las actitudes punitivas con la inseguridad ontológica (Giddens, 1990, 

citado en Garland, 2001). Esto es, la inquietud generalizada acerca de las condiciones 

sociales, el debilitamiento de la cohesión social y la erosión de los valores tradicionales 

que ha caracterizado la posmodernidad. Estas aproximaciones han examinado el 

significado simbólico de la conducta delictiva, enlazando las reacciones sociales hacia 

el delito con la ansiedad por las circunstancias estructurales imperantes. Sugiriendo, así, 

que el punitivismo no obedece a motivos utilitarios -la disuasión de los infractores 

reales y potenciales-, sino que surge con el propósito de proteger y reafirmar las normas 
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sociales, para las cuales el delito supone una afronta (Unnever y Cullen, 2010). En este 

ámbito, los predictores más relevantes del sentimiento punitivo han sido la intolerancia 

racial y étnica, la inseguridad económica, la ansiedad acerca de los valores y principios 

morales de la juventud, el rechazo hacia las políticas de bienestar social y la menor 

confianza interpersonal de los ciudadanos (Hogan, Chiricos y Gertz, 2005; King y 

Maruna, 2010; Kornhauser, 2013; Maruna y King, 2008; Unnever y Cullen, 2010). Los 

resultados alcanzados por este corpus teórico han constatado que las variables 

expresivas son poderosos predictores de la opinión pública -superiores al miedo al 

delito y la experiencia de victimación (Van Marle y Maruna, 2010; Tyler y Boeckmann, 

1997)-, cuya capacidad explicativa ha fluctuado entre el 16% y el 17% de la varianza en 

las actitudes punitivas (King y Maruna, 2010; Maruna y King, 2004), asumiendo un 

tamaño de efecto mediano en las investigaciones de esta índole (Cohen, 1998). 

 

Síntesis 

 

A pesar de las inconsistencias entre unos y otros estudios, la literatura analizada ha 

permitido delimitar un conjunto de factores que, directa e indirectamente, condicionan 

las actitudes hacia el castigo juvenil. Siendo todos ellos significativos, su capacidad 

predictiva no ha sido homogénea, pudiendo distinguirse dos grandes grupos atendiendo 

a su potencial explicativo. El primero, aglutinador de los predictores débiles de las 

actitudes, acoge a las variables demográficas, atribucionales e instrumentales. Dentro de 

ellas, el nivel educativo, la orientación política, el estilo atribucional clásico y el miedo 

al delito han mostrado ser los factores explicativos más importantes. El segundo grupo, 

integrador de los predictores moderados de las actitudes, reúne a las variables cognitivas 

y aquellas que vinculan el punitivismo con elementos subjetivos de preocupación por 

los procesos de descomposición social y transformación de los valores convencionales. 

Bajo este marco, el conocimiento de la criminalidad juvenil, la justicia de menores y las 

particularidades del delito, así como la comprensión del desarrollo evolutivo de los 

adolescentes constituyen los factores más relevantes. Todo ello ilustra la variedad de 

elementos, mutuamente relacionados, que contribuyen a explicar el sentimiento punitivo 

y dan cuenta de las diferencias individuales. 
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4. Principales métodos y técnicas de investigación  

 

La creciente influencia adquirida por la opinión pública, con su consiguiente 

repercusión en la evolución de la política criminal, indujo el desarrollo exponencial de 

este ámbito de estudio. Inicialmente, los trabajos que exploraron las actitudes hacia la 

delincuencia juvenil y las respuestas ofrecidas a los menores fueron realizados mediante 

elementales instrumentos de medida que imposibilitaban la comprensión integral de las 

preferencias ciudadanas, así como la apreciación de sus diversos matices (Cullen, Fisher 

y Applegate, 2000). Los mismos comprendían cuestionarios compuestos por preguntas 

genéricas, de carácter abstracto, cuyas respuestas tendían a la representación de una 

ciudadanía punitiva (Spiranovic y otros, 2012; Tufts y Roberts, 2002; Tyler y 

Boekmann, 1997; Wood y Vicki, 2004). Y ello era así porque la imprecisión en la 

formulación de las preguntas, unida a la identificación social de la delincuencia juvenil 

con la delincuencia violenta, provocaban que la población imaginara los supuestos más 

graves -aunque menos representativos- al emitir sus respuestas, expresando, así, 

posicionamientos retributivos (Applegate y otros, 2009; Bishop, 2006; Gelb, 2011; 

Hough y Roberts, 2004; Roberts y Stalans, 1998; Stalans, 2002; Tufts y Roberts, 2002). 

Tales hallazgos condujeron a la redefinición de los cuestionarios iniciales, 

incorporando a las preguntas tradicionales dos procedimientos complementarios 

orientados a superar estas deficiencias. El primero de ellos fue la denominada técnica 

del caso-escenario, consistente en la formulación de supuestos concretos, dotados de 

información detallada acerca del hecho delictivo y del infractor, que prevenían las 

respuestas basadas en estereotipos e imágenes distorsionadas (Applegate y otros, 2009; 

Bishop, 2006; Gelb, 2011; Hamilton y Harvey, 2005; Varona, 2008) ofreciendo una 

perspectiva más rigurosa de las actitudes. Más recientemente, se han desarrollado las 

encuestas de valoración económica (contingent valuation surveys), a través de las cuales 

se solicita a los encuestados que expresen la cuantía que estarían dispuestos a destinar a 

los distintos programas con el propósito de reducir la delincuencia (Jones y 

Weatherburn, 2011, Nagin, Piquero, Scott y Steinberg, 2006; Steinberg y Piquero, 

2010). 

A pesar del desarrollo y perfeccionamiento experimentados por esta técnica, que 

han convertido a la encuesta en el método de aproximación más utilizado (Gelb, 2006; 
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Hamilton y Harvey, 2005; Roberts y Stalans, 1998), la misma no se halla exenta de 

limitaciones. Muestra de ello han sido las distintas voces que se han alzado advirtiendo 

de la ineptitud de este procedimiento para recoger la complejidad y el dinamismo de las 

actitudes, ofreciendo una óptica parcial de las mismas (Gelb, 2006; Green, 2006; 

Roberts, 2004; Stalans, 2002) e imposibilitando la distinción de las opiniones 

inconsistentes –que Converse (1964) conceptuaría como “non-attitudes” y Habermas 

(2006) como “mere opinion”- de los juicios reflexivos y estables (Gelb, 2006; Green, 

2006, 2012; Marteache, 2012). 

Todo ello motivó la coexistencia de estas aproximaciones con un cuerpo 

creciente de estudios conducidos mediante grupos de discusión (Gunnlaugsson, 2011; 

Hutton, 2005), cuyo desarrollo ha permitido una visión más precisa de las preferencias 

públicas, compensando los déficits de profundidad que comportaban las encuestas 

tradicionales. Sin embargo, este enfoque ha entrañado también impedimentos 

importantes que han sido documentados detalladamente en la literatura, siendo las 

carencias de validez externa su principal obstáculo (Gelb, 2006; Green, 2012; Krueger, 

1988). 

La encuesta deliberativa emergió entonces como instrumento híbrido entre 

ambas técnicas, combinando el potencial de generalización propio de la metodología 

cuantitativa, con la profundidad inherente a los análisis cualitativos (Fishkin, 1995; 

Marteache y otros, 2010). Asentada en la distinción entre opinión pública simple -

caracterizada por su volatilidad- y opinión pública meditada –caracterizada por su 

consistencia y estabilidad–, la encuesta deliberativa pretendía perfeccionar el abordaje 

metodológico de este objeto de estudio. Las restricciones que se le atribuyen 

comprenden el limitado repertorio de contenidos abordables en cada trabajo, su elevado 

coste de implementación, así como el hecho de que la naturaleza de los cambios 

actitudinales queda supeditada a la tipología de información que se proporciona a los 

participantes (Esmée Fairbain Foundation, 2002; Gelb, 2006; Haines y Case, 2007; 

Roberts y Stalans, 1998). 

Esta breve revisión refleja la considerable transformación que han experimentado 

los métodos de medición de las actitudes, que va desde la aplicación de instrumentos 

rudimentarios, con restringida validez psicométrica, hasta el empleo de herramientas 
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cuidadosamente validadas que proporcionan datos susceptibles de análisis 

multivariantes, con un amplio respaldo empírico.  
 

5. Implicaciones teóricas y metodológicas 

 

Una vez completado el análisis de la literatura y como conclusión de éste, se recogen las 

principales implicaciones teóricas y metodológicas que se desprenden de la revisión 

efectuada. 

(i) Considerando que el estudio de la opinión pública hacia la delincuencia juvenil se ha 

desarrollado principalmente en Estados Unidos, Canadá y Reino Unido (Gelb, 2006; 

Roberts, 2004; Spiranovic y otros, 2012), la primera de estas aportaciones acentúa la 

necesidad de expandir la investigación a otras regiones. Y ello es así porque el 

conocimiento acumulado deriva de los hallazgos obtenidos en estos países. Dado que 

las particularidades de los sistemas de justicia juvenil dificultan la extrapolación de los 

resultados (Trzcinski y Allen, 2012), y en tanto que éste es un ámbito apenas cultivado 

en diversos países, la expansión de este cuerpo científico emerge como elemento 

destacado. Junto a ello, adquiere especial relevancia la articulación de estudios 

comparativos que permitan obtener una representación completa de las actitudes, que 

revele tanto sus rasgos comunes como las particularidades propias de cada realidad3.  

 

(ii) En segundo lugar, cabe señalar las potencialidades que comporta la triangulación 

metodológica, atendiendo a dos circunstancias fundamentales. La primera de ellas alude 

a las limitaciones inherentes a cada técnica de investigación (Hutton, 2005; Roberts y 

Indermaur, 2007; Stalans, 2002), mientras que la segunda se refiere al carácter complejo 

de la opinión pública (Mays y Rudell, 2012; Mears y otros, 2007; Roberts, 2004; 

Steinberg y Piquero, 2010). Por ello, la elección de un enfoque multimétodo permitirá 

superar los déficits propios de cada procedimiento, ofreciendo una imagen más rigurosa 

y comprehensiva de las percepciones ciudadanas (Gelb, 2006, 2008; Perelman y 

Clements, 2009; Roberts y Stalans, 1998; Scott y otros, 2006). 

 

                                                
3Ciertamente, los estudios comparativos han sido una práctica infrecuente en este ámbito (Jones y 
Weatherburn, 2011; Mahew y Van Kesteren, 2002), reflejando, en cierto modo, las dificultades que 
entraña aplicar procedimientos estandarizados en países distintos regidos por legislaciones diferentes. 
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(iii) La tercera de las conclusiones formuladas profundiza en la exigencia de 

perfeccionar los procedimientos de medición de las actitudes, tratando de evitar el 

estudio de lo que se ha dado en llamar “non-attitudes” (Converse, 1964) o “mere 

opinion” (Habermas, 2006) -esto es, aquellas posiciones caracterizadas por su 

inconsistencia y superficialidad-, cuya medición ha contribuido a apoyar el populismo 

punitivo (Roberts, Stalans, Indermaur y Hough, 2003; Minkes, 2007). En la medida en 

que el cuestionario constituye la técnica de recogida de datos empleada en mayor 

medida (Gelb, 2006; Hamilton y Harvey, 2005; Roberts y Stalans, 1998), resulta 

esencial avanzar en su configuración y aplicación a la medición de las actitudes, 

combinando las preguntas generales con los casos-escenario y las valoraciones 

económicas, logrando así una visión más precisa y matizada de las preferencias públicas 

(Applegate y otros, 2009; Gelb, 2008; Roberts y otros, 2003). Para ello, han de 

abordarse dos cuestiones fundamentales que comprenden la especificación del 

constructo punitivismo y su evaluación a través de instrumentos cuyas propiedades 

métricas hayan sido cuidadosamente validadas. El primer requerimiento obedece a la 

diversidad de modos en que ha sido operativizada la variable punición4 (Roberts y 

Hasting, 2007), siendo necesario homogeneizarlos con la finalidad de poder contrastar 

los resultados y progresar en la sistematización de las evidencias. Adicionalmente, este 

proceso exige la elaboración de escalas de medida. El motivo es que aunque 

tradicionalmente el punitivismo fue cuantificado a través de ítems aislados, su 

naturaleza compleja  aconseja la utilización de indicadores múltiples que permitan 

recoger las distintas dimensiones que encierra, reduciendo los errores de medida y 

obteniendo una perspectiva más completa del mismo (Gelb, 2008; Oppenheim, 2005). 

Finalmente, la validación de estos instrumentos, que avale empíricamente sus 

propiedades de validez y fiabilidad constituye una condición fundamental, que adquiere 

mayor relevancia en nuestro contexto, al carecer de herramientas específicas que hayan 

superado este procedimiento y puedan replicarse con garantías. 

 
                                                
4 Que incluye, entre sus principales exponentes, el requerimiento de condenas más severas (Grasmick y 
McGill, 1994; Doob, 2000; Scott y otros, 2006; Costelloe y otros, 2009), la delimitación del castigo como 
objetivo principal de la pena (Hough y Roberts, 2004; Haines, 2007; Haines y Case, 2007), la preferencia 
por las medidas privativas de libertad (Grasmick y McGill, 1994; Mayhew y Van Kesteren, 2002; Tufts, 
2002) y el procesamiento de los menores en tribunales ordinarios, la imposición de condenas de adultos y 
su cumplimiento en dependencias comunes (Mears, 2001; Costelloe y otros, 2009; Steinberg y Piquero, 
2010; Allen y otros, 2012; Trzcinski y Allen, 2012). 
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(iv) La siguiente aportación se adentra en el abordaje de las actitudes punitivas como 

objeto de estudio. Y ello es así porque a la desigualdad en la operacionalización de las 

variables se une el hecho de que la mayoría de estudios han focalizado su atención en 

aspectos concretos de este cuerpo teórico –fundamentalmente el posicionamiento hacia 

la transferencia de los menores a la jurisdicción de adultos, la ejecución de jóvenes o la 

aceptación de la educación o el castigo como principios vehiculares de la justicia 

juvenil-, dificultando la articulación de una perspectiva integral de la opinión ciudadana 

(Mandracchia, Shaw y Morgan, 2013). Por ello, resulta esencial avanzar en la medición 

de los distintos componentes que conforman el punitivismo, previniendo sus mediciones 

parciales y facilitando la comparación de resultados. En este mismo sentido, el análisis 

de la opinión pública hacia los distintos principios que rigen la justicia de menores 

constituye uno de los ejes fundamentales del desarrollo de esta línea de investigación. 

Puesto que la evidencia acumulada ha rechazado la dicotomía rehabilitación-castigo 

(Mascini y Houtman, 2006; Moon y otros, 2000) y reconociendo que los trabajos que 

exploran exclusivamente las actitudes retributivas no permiten evaluar la medida en que 

la ciudadanía apoya otras medidas de control del delito (Turner, Cullen, Sundt y 

Applegate, 1997), su evaluación conjunta contribuiría a superar la parcialidad que 

caracterizó las aproximaciones previas, respondiendo a la complejidad propia de este 

ámbito de estudio. 

 

(v) De otro lado, es destacable la necesidad de ahondar en las vinculaciones existentes 

entre las actitudes y sus factores explicativos, profundizando en la comprensión de las 

relaciones de causalidad y/o correlación entre unas y otros (Mears, 2001; Perelman y 

Clements, 2009). En el momento actual de desarrollo de este cuerpo teórico, la mayoría 

de estudios han indicado asociaciones entre variables (Mears, 2001). Esta circunstancia 

acentúa la necesidad de desarrollar diseños experimentales y realizar análisis 

multivariantes que permitan inferir relaciones causales. De igual modo, pese a la 

diversidad de trabajos que han explorado el efecto de determinadas variables, la 

interdependencia que existe entre ellas –que llega a anular el potencial explicativo de 

algunos factores al controlar el efecto de otros (Applegate y otros, 2009; Roberts y 

Indermaur, 2007)- acrecienta la necesidad de estudiarlas en interacción, elaborando 
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modelos explicativos y valorando la contribución relativa de cada una de ellas a la 

explicación integral de las actitudes5 (Spiranovic y otros, 2012).  

 

(vi) La última conclusión, que enfatiza la utilidad de desarrollar estudios longitudinales, 

obedece a la amplia publicidad mediática que provocan algunos delitos, que aun siendo 

muy graves, no son representativos de la criminalidad juvenil. Por ello, la valoración del 

impacto de la coyuntura concreta en los resultados obtenidos constituye un aspecto de 

especial trascendencia, pues las mediciones realizadas en momentos de agitación 

motivados por la sucesión de casos altamente mediatizados, son propensas a reflejar una 

excitación emocional intensa y no las preferencias estables de los participantes (Hohl y 

otros, 2013; Jan y otros, 2008; Scott y otros, 2006). De este modo, el desarrollo de 

investigaciones longitudinales, destinadas a examinar las actitudes de la población en el 

curso del tiempo, facilitará la superación de estos sesgos, ofreciendo mediciones más 

rigurosas de las mismas, que muestren tanto sus rasgos distintivos como sus variaciones 

circunstanciales. 

Estas conclusiones, lejos de ser una relación estática o definitiva de 

recomendaciones, pretenden contribuir a la producción de este ámbito de estudio, 

aportando elementos útiles para su configuración y desarrollo futuros. En la medida en 

que el legislador se ha apoyado en las demandas sociales para justificar la reciente 

deriva punitiva, resulta esencial conocer con exactitud qué reclama la ciudadanía. La 

noción de una opinión pública compacta, monolítica y esencialmente punitiva, que 

arrojaron estudios con importantes limitaciones metodológicas (Cullen y otros, 2000; 

Roberts y Stalans, 1997), se encuentra hoy superada. Sin embargo, el conocimiento 

acumulado es parcial y la vinculación entre los sentimientos colectivos y las reformas 

adoptadas continúa siendo incierta. Por ello, el incremento y perfeccionamiento de las 

investigaciones en esta materia resulta imprescindible, tanto para prevenir la 

perpetuación de concepciones erróneas, como para identificar las discrepancias 

existentes entre las reclamaciones ciudadanas y las políticas impulsadas. 

 

 

                                                
5 Aspecto, éste último, particularmente importante, teniendo en cuenta las limitaciones que entrañan las 
comparaciones inter-estudios. 
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